Pastor Alonso Galeano Zapata. Vs Colpensiones.  Rad. 66001-31-05-003-2011-01101-02

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:

Auto del 6 de febrero de 2019

Radicación Nro. :
66001-31-05-003-2011-001101-02

Proceso:

Ejecutivo Laboral  

Demandante:

Pastor Alonso Galeano Zapata 

Demandado:

Colpensiones

Juzgado de origen:
Juzgado Tercero Laboral del Circuito

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

TEMAS:
CONTROL OFICIOSO DE LEGALIDAD / SUBSISTE EN LOS PROCESOS EJECUTIVOS NO OBSTANTE LO DISPUESTO EN EL ARTÍCULO 430 DEL CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO.
El Código General del Proceso establece en el inciso artículo 430 que “Los requisitos formales del título ejecutivo sólo podrán discutirse mediante recurso de reposición contra el mandamiento ejecutivo. No se admitirá ninguna controversia sobre los requisitos del título que no haya sido planteada por medio de dicho recurso. En consecuencia, los defectos formales del título ejecutivo no podrán reconocerse o declararse por el juez en la sentencia o en el auto que ordene seguir adelante la ejecución, según fuere el caso”.  

No obstante esa limitante, para la Sala de Casación Civil, es sólo aparente que haya desaparecido el control de legalidad en la medida en que estima que el operador judicial no ha perdido la potestad – deber de realizar dicho control en garantía de los derechos sustanciales de las partes.

De allí que en providencia de fecha 11 de septiembre de 2017, Rad. 2017-00358-01, esa Corporación señaló lo siguiente:

"...se recuerda que los jueces tienen dentro de sus obligaciones, a la hora de dictar sus fallos, revisar, nuevamente, los presupuestos de los instrumentos de pago, “potestad-deber” que se extrae no sólo del antiguo Estatuto Procesal Civil, sino de lo consignado en el actual Código General del Proceso…

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, seis de febrero de dos mil diecinueve
Acta número ___ del 6 de febrero de 2019
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a desatar el recurso de apelación presentado contra el auto proferido por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito, el día 26 de septiembre de 2018, dentro del proceso ejecutivo laboral, que el señor PASTOR ALONSO GALEANO ZAPATA promueve contra la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-003-2011-01101-02.
Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:


En este estado de la diligencia, se le corre traslado a las partes con el propósito de que si lo consideran necesario presenten sus alegatos de conclusión en un lapso de 5 minutos, término que considera la Sala prudente para el efecto de conformidad con lo previsto en el parágrafo 2º del artículo 42 del C.P.T.
Oídas las argumentaciones de las partes y como quiera que los aspectos propuestos por ellas fueron tenidos en cuenta al momento de discutir el proyecto presentado por el ponente procede la Sala a resolver lo que es materia del recurso, teniendo en cuenta para ello los siguientes:
ANTECEDENTES

Dentro del proceso ordinario laboral adelantado por el señor Pastor Alonso Galeano Zapata el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, profirió sentencia reconociendo a su favor la pensión de sobrevivientes a partir del 5 de octubre de 2011, decisión que fue confirmada por esta Corporación en providencia de fecha 15 de agosto de 2012.
Luego de encontrarse en firme, la parte actora solicitó la corrección de la sentencia de primer grado, alegando la inconsistencia presentada en la fecha del disfrute de la prestación, dado que en la parte considerativa de la sentencia se indicó que esta sería desde el 5 de octubre de 2008 y en la resolutiva se señaló la misma data pero del año 2011.  Dicha petición fue negada en providencia de fecha 19 de mayo de 2015, con el argumento que la misma había cobrado fuerza ejecutoria, siendo incluso revisada y confirmada por el Superior.

Pese a esa decisión, el actor, en escrito de fecha 27 de febrero de 2018 –fl 124 a 126-, solicitó que se librara mandamiento de pago por las mesadas causadas entre el 5 de octubre de 2008 y el 4 de octubre de 2011; por las costas del proceso ordinario y por los intereses legales generados por la ausencia de pago de tales rubros.  
Mediante providencia de fecha 2 de marzo de 2018 fue librado mandamiento de pago en los términos solicitados, conforme se observa a folios 136 y 137 del expediente-.
Una vez notificado el mandamiento de pago, Colpensiones propuso como excepción la que denominó “Prescripción –Inexigibilidad de la Obligación, Inembargabilidad de las rentas y bienes de Colpensiones, Buena fe de Colpensiones y Declaratoria de otras excepciones”.
Citadas las partes a la audiencia en que se resolverían las excepciones, la funcionaria de primer grado declaró no probada la de prescripción, al advertir que el paso de tiempo no logró enervar el derecho pensional reclamado por el actor, como tampoco las sumas reconocidas a título de costas procesales.
No obstante, al advertir el yerro en que había incurrido consistente en acceder a librar mandamiento de pago por el retroactivo correspondiente al periodo comprendido entre el 5 de octubre de 2008 y el 4 de octubre de 2011, en cuanto dicho periodo no estaba reconocido en la sentencia que sirve de título de recaudo, procedió de oficio a declarar probada la excepción de pago, quedando vigente la ejecución solo por las costas del proceso ordinario laboral y sus intereses.

Inconforme, la parte ejecutante, insistiendo en la procedencia del mandamiento de pago, solicita que se revoque la decisión con fundamento en que la sentencia que sirve como título de recaudo establece en la parte considerativa que la pensión de sobrevivientes reconocida a su favor sería disfrutada a partir del 5 de octubre de 2008.  
CONSIDERACIONES

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala los siguientes:

PROBLEMAS JURÍDICOS

¿Era procedente librar mandamiento de pago a favor del actor por las mesadas pensionales causadas entre el 5 de octubre de 2008 y el cuatro de octubre de 2011?

¿Están facultados los operadores judiciales para realizar el control oficioso de legalidad al título ejecutivo, en cualquier etapa del proceso?

Para resolver el interrogante planteado en el caso concreto, la Sala estima pertinente hacer las siguientes precisiones:

1. DE LA SENTENCIA COMO TÍTULO EJECUTIVO.
De conformidad con el artículo 305 de C.G.P. aplicable por remisión analógica del artículo 145 del C.P.T y de la S.S., se podrá adelantar proceso ejecutivo a continuación del ordinario laboral, con el objeto de exigir el cumplimiento de la sentencia proferida a través de éste último, una vez ésta se encuentre ejecutoriada. 
En ese sentido, prevén las mencionadas normas que para proferirse el mandamiento de pago es preciso que las pretensiones del proceso ejecutivo sean concordantes con lo señalado en la parte resolutiva de la sentencia condenatoria del ordinario laboral.
2. CONTROL OFICIOSO DE LEGALIDAD 

El Código General del Proceso establece en el inciso artículo 430 que “Los requisitos formales del título ejecutivo sólo podrán discutirse mediante recurso de reposición contra el mandamiento ejecutivo. No se admitirá ninguna controversia sobre los requisitos del título que no haya sido planteada por medio de dicho recurso. En consecuencia, los defectos formales del título ejecutivo no podrán reconocerse o declararse por el juez en la sentencia o en el auto que ordene seguir adelante la ejecución, según fuere el caso”.  
No obstante esa limitante, para la Sala de Casación Civil, es sólo aparente que haya desaparecido el control de legalidad en la medida en que estima que el operador judicial no ha perdido la potestad – deber de realizar dicho control en garantía de los derechos sustanciales de las partes.
De allí que en providencia de fecha 11 de septiembre de 2017, Rad. 2017-00358-01, esa Corporación señaló lo siguiente:
"...se recuerda que los jueces tienen dentro de sus obligaciones, a la hora de dictar sus fallos, revisar, nuevamente, los presupuestos de los instrumentos de pago, “potestad-deber” que se extrae no sólo del antiguo Estatuto Procesal Civil, sino de lo consignado en el actual Código General del Proceso.

Sobre lo advertido, esta Corte recientemente explicitó:

“(…) [R]elativamente a específicos asuntos como el auscultado, al contrario de lo argüido por la (…) quejosa, sí es dable a los juzgadores bajo la égida del Código de Procedimiento Civil, y así también de acuerdo con el Código General del Proceso, volver, ex officio, sobre la revisión del «título ejecutivo» a la hora de dictar sentencia (…)”.
“(…)”.

“Y es que sobre el particular de la revisión oficiosa del título ejecutivo esta Sala precisó, en CSJ STC18432-2016, 15 dic. 2016, rad. 2016-00440-01, lo siguiente:

“En conclusión, la hermenéutica que ha de dársele al canon 430 del Código General del Proceso no excluye la «potestad-deber» que tienen los operadores judiciales de revisar «de oficio» el «título ejecutivo» a la hora de dictar sentencia, ya sea esta de única, primera o segunda instancia (…), dado que, como se precisó en CSJ STC 8 nov. 2012, rad. 2012-02414-00, «en los procesos ejecutivos es deber del juez revisar los términos interlocutorios del mandamiento de pago, en orden a verificar que a pesar de haberse proferido, realmente se estructura el título ejecutivo (…) Sobre esta temática, la Sala ha indicado que “la orden de impulsar la ejecución, objeto de las sentencias que se profieran en los procesos ejecutivos, implica el previo y necesario análisis de las condiciones que le dan eficacia al título ejecutivo, sin que en tal caso se encuentre el fallador limitado por el mandamiento de pago proferido al comienzo de la actuación procesal (…)”.

“De modo que la revisión del título ejecutivo por parte del juez, para que tal se ajuste al canon 422 del Código General del Proceso, debe ser preliminar al emitirse la orden de apremio y también en la sentencia que, con posterioridad, decida sobre la litis, inclusive de forma oficiosa (…)”. 

3. CASO CONCRETO

Sea lo primero advertir que extremadamente desacertada estuvo la decisión de primer grado, en tanto que declaró probada de oficio la excepción de pago, cuando en realidad ninguna obligación por concepto de retroactivo pensional figuraba en el título ejecutivo a cargo de Colpensiones como más adelante pasa a explicarse y mucho menos la entidad había procedido a cancelar la suma supuestamente pagada.
Ahora bien, aunque el Juzgado eligió el camino equivocado para enderezar el curso del proceso, es claro que a ello debe orientarse la Sala ya que el capital perseguido por la parte ejecutante, esto es, el retroactivo causado entre el 5 de octubre de 2008 y el 4 de octubre de 2011, no hace parte de la sentencia que sirve como título de recaudo.

En efecto, tal como lo reseñó la funcionaria de primer grado, al reconocerse la pensión de sobrevivientes a favor del señor Pastor Alonso Galeano Zapata, si bien en la parte considerativa de la decisión se consignó que la prestación sería disfrutada por éste a partir del 5 de octubre de 2008, dado que la reclamación administrativa fue radicada en esa misma calenda tres años adelante, lo cierto es que en la parte resolutiva de la decisión, la gracia pensional solo fue reconocida a partir del 5 de octubre de 2011.

Esa decisión fue recurrida por el afectado, pero no en este punto específico sino por la declaratoria de prescripción de los derechos pensionales de los señores Viviana y Julián Alonso Galeano Trujillo, hijos de la causante; no obstante, tal inconformidad no fue acogida en esta Sede, por lo tanto la sentencia no sufrió modificaciones.

Posteriormente, una acción constitucional impetrada contra estas decisiones, fundamentada en el error judicial en que se había incurrido al momento de proferirlas fue instaurada sin éxito, tal como se evidencia a folio 184 y siguientes de expediente, en el cual milita la decisión proferida por la Sala de Casación Laboral, con ponencia de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo.

Lo anterior entraña entonces que, en efecto, la obligación cobrada por el señor              no reúne los requisitos previstos en el artículo 422 del Código General del Proceso, esto es, no es clara expresa y exigible, pues no se encuentra contenida en ningún documento que provenga del deudor, ni está consignada como obligación a cargo de Colpensiones en la sentencia que sirve de título ejecutivo.
Consecuente con lo expuesto, se revocará el ordinar primero de la providencia recurrida y en su lugar, en cumplimiento del control oficioso de legalidad, se modificará el ordinal primero del mandamiento de pago, para negar el cobro ejecutivo por concepto de retroactivo pensional causado entre el 5 de octubre de 2008 y el 4 de octubre de 2011.

Costas en esta instancia a cargo del recurrente.

En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO.- REVOCAR el ORDINAL PRIMERO de la providencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral  del Circuito de Pereira el día 26 de septiembre de 2018m para en su lugar, ORDENAR la modificación del ordinal primero del auto que libró mandamiento de pago, fechado 2 de marzo de 2018, el cual quedará así:
“PRIMERO: Librar orden de pago por la vía ejecutiva laboral a favor de PASTOR ALONSO GALEANO ZULETA, contra la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES por las siguientes sumas de dinero:

· $3.150.000 por las costas del proceso ordinario.

· Intereses legales art. 1617 del C.C. sobre el valor de las costas desde el 15 de enero de 2013 hasta que se haga efectivo el pago.
· Negar el mandamiento de pago por el retroactivo causado entre el 5 de octubre de 2008 y el 4 de octubre de 2011”
SEGUNDO.- CONFIRMAR en todo lo demás la providencia recurrida.

Costas en esta instancia a cargo del señor Pastor Alonso Galeano Zuleta.

Decisión notificada en estrados.

Quienes Integran la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Magistrado Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES                   ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
Magistrado
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